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Analizar la supresión de cargo de carrera administrativa para determinar la posible 




 Exponer aspectos generales del empleo público y la carrera administrativa en 
Colombia. 
 
 Enunciar la normatividad existente en torno a la supresión de cargos de carrera 
administrativa 
 
 Identificar los Derechos que pueden ser vulnerados ante la supresión de cargos 










SUPRESIÓN DE CARGOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA 




     El presente artículo ofrece un análisis sobre los Derechos que pueden ser 
vulnerados ante la supresión de cargos de carrera administrativa, se hace énfasis 
en el Derecho a la estabilidad laboral y el debido proceso administrativo, 
posteriormente realiza una contextualización de la normatividad existente del 
empleo público y la carrera administrativa en Colombia, finalmente se describe los 
procedimientos que se deben efectuar como el caso del estudio técnico, las 
notificaciones,  proceso de reincorporación y el reconocimiento de la indemnización. 
 






This article provides an analysis of the rights that can be violated before the abolition 
of charges of administrative career, emphasis on the right to job security and 
administrative due process is done, then it makes a contextualization of existing 
regulations of public employment and administrative career in Colombia, finally the 
procedures to be carried out as the case of technical study described, notifications, 
process of reintegration and recognition of compensation. 
 
Keywords: abolition of charges, Administrative Career rights violations. 
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     La realidad colombiana en torno al mercado laboral implica pensar en una serie 
de fenómenos en los que se encuentran el desempleo, empleo informal, la 
proliferación de los contratos de prestación de servicios y un sin número de 
inconvenientes a los que gran parte de la población debe enfrentar, siendo el 
empleo público una gran oportunidad, donde el principio rector es el mérito y será 
necesario realizar una contextualización y conceptualización donde se aborden los 
aspectos generales  la reglamentación del empleo público y la carrera administrativa 
en Colombia. 
 
     El empleo de carrera administrativa es frecuentemente relacionado como 
sinónimo de estabilidad e incluso perdurabilidad, y es poco usual que se hable sobre 
aspectos como el de la supresión de cargos que se encuentra inmerso en su 
reglamentación. Es en este sentido que se busca analizar la normatividad existente 
en torno a la supresión de cargos de carrera administrativa para de esta manera 
encontrar la información disponible, así como diferentes puntos de vista al respecto. 
 
     Una vez efectuada la contextualización teórica y normativa, se requiere 
mencionar los derechos de los empleados de carrera administrativa a fin de hacer 
énfasis en la identificación de cuáles pueden ser vulnerados ante la supresión de 
cargos de como consecuencia de la liquidación, reestructuración, supresión o fusión 
de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una 
entidad a otra, o por modificación de planta de personal, donde se hará  alusión al 
derecho a la estabilidad laboral y al debido proceso administrativo. 
 
     Los servicios de carrera forman parte del modelo burocrático de implementación 




en los procesos de administración,  (Mascott, 2003a: 1) en el cual los servidores 
públicos que se hayan inscritos en la carrera administrativa, tienen derechos, que al 
materializarse se vuelven inmediatamente en principios, esto conlleva a  una 
estabilidad en el empleo, la administración pública como lo dice la constitución 
política de 1991, está facultada para suprimir cargos de carrera administrativa en 
los términos establecidos también por la ley. (Corte Constitucional ,T-204, 2011) 
 
       Acorde a la Corte Constitucional, Los cargos mediante concurso de méritos 
cumple con una doble función, una de ellas es garantizar el acceso a desempeñarse 
como empleados públicos en la administración, en condiciones de respeto, trabajo 
digno, justo, igualdad, invocando así el derecho a la estabilidad laboral, velando por 
el óptimo funcionamiento del servicio público evitando incurrir no solo en 
desviaciones de poder, tráfico de influencia , corrupción y demás malas prácticas 
del sistema. 
 
     En la administración pública, los cargos de ascenso son por categorías, estos 
nacen con el tiempo de una manera progresiva a lo largo de la vida profesional, la 
carrera es el mecanismo fundamental de cada trabajador en la administración 
pública, pues los funcionarios al ingresar a este sistema tienen unas expectativas 
laborales muy grandes que les traerán muchos beneficios al transcurrir los años y 
respetando los principios según la administración pública,  también es necesario 
nombrar que la falta de rendimiento, y la violación de principios, reglamentos y 
demás acarrearan llamados de atención y sanciones disciplinarias para los 
funcionarios públicos que no respeten los reglamentos de las entidades 
(Gaztañaga2005) 
 
     En la carrera administrativa existen conjuntos de expectativas profesionales, los 
funcionarios que ingresan a concursar en la administración publica una vez que ya 




organización de nuevas reglas y normas, se puede decir que es un nuevo sistema 
público en la que va a entregar, desarrollar, como persona y como profesional, esto 
convirtiéndose en un derecho para el funcionario público y a su vez un instrumento 
para la administración estatal, con el funcionario público nacen unos principios  de 
igualdad, mérito y capacidad, mientras duren en la administración evitando la 
descapitalización de los efectivos y pueden rendir grandemente al desarrollar todas 
sus aptitudes y potenciales de manera que se puedan prestar un buen servicio al 
ciudadano de una manera muy eficiente y eficaz. (Gaztañaga2005)  
 
     En los casos de supresión de empleados inscritos en la carrera administrativa, 
estos funcionarios públicos, optan con un derecho a la estabilidad laboral, y al 
momento de la supresión o liquidación de la entidad estatal pueden optar por la 
incorporación, la reincorporación, o la indemnización donde se tiene un límite 
temporal de seis meses, para efectuar dicho trámite, término después del cual si no 
es posible encontrar una vacante, se procede a indemnizar al servidor o aspirante, 
garantizando así el debido proceso administrativo a seguir en estos eventos. (Corte 
Constitucional ,T-204, 2011) 
 
     El propósito  de este artículo es realizar una reflexión sobre  los mecanismos de 
control y protección  que tiene las entidades públicas al momento de notificar a un 
servidor o aspirante de una modificación que se le realizará a su situación laboral, 
teniendo en cuenta que esto se tendrá que realizar mediante una resolución, si esto 
no llegare a presentarse de esta manera, la falta de notificación de un acto 
administrativo podría estar posiblemente vulnerando el debido proceso 
administrativo  y por ende derechos laborales de inmensa importancia que protege 
la Constitución Política de Colombia, así podemos ir destacando la importancia que 
tiene el derecho a la  igualdad, el derecho fundamental a una estabilidad laboral y 




ha manchado tanto nuestras entidades públicas con sus cuotas políticas 
enmarcando una corrupción en el sistema de la función pública en Colombia.  
 
Aspectos generales del empleo público y la carrera administrativa en 
Colombia 
 
     Para exponer los aspectos generales del empleo público y la carrera 
administrativa en Colombia, se parte desde el establecimiento de la carrera 
administrativa acorde con (Cárdenas 2010) quien señala que:  
 
“…supone entonces el desarrollo profesional del funcionario público, que 
entraña un proceso de selección y formación previa al ingreso; un desempeño 
ascendente a través de una escala regida por el principio de mérito; un proceso 
de formación continua; y un minucioso programa de entrenamiento práctico, 
procesos y modalidades diferentes dependiendo de la organización que asume 
en diferentes Estados” 
 
     Hernández (2000). define la administración pública como el arte y la ciencia de 
la dirección aplicada a los asuntos del estado, para el caso del empleo público un 
conjunto de funciones, deberes y responsabilidades que han de ser atendidos por 
una persona natural, para satisfacer necesidades permanentes de la administración 
pública, por su parte la función pública  puede entenderse como aquel sistema de 
articulación de procesos, procedimientos, normas, entre otros, de los recursos 
encargados de administrar lo público (González, 2009) 
 
    La carrera administrativa es un sistema de administración de personal que regula 
deberes y derechos, de la administración y del empleado, sin consideraciones de 




procesos de selección. (Rodríguez, 2010). Se puede establecer que la carrera 
administrativa en Colombia adquiere el carácter constitucional a raíz del Plebiscito 
de 1957, y que a través de su evolución y hasta el presente siempre ha pretendido 
ser un “sistema técnico de administración de personal” (Calderón, 2004) 
 
     En Colombia hemos contado con disposiciones legislativas sobre carrera 
administrativa desde 1938 y en los niveles departamental y municipal no tuvo 
aplicación sino a partir de 1993 (Hernández, 2005), Adicionalmente se puede 
establecer que mediante el decreto reglamentario 2091 del año 1939, se pudo 
determinar las condiciones especiales para aspirar a la carrera: salud, aptitud moral 
y aptitud profesional. Así mismo definió la duración del período de prueba y 
estableció un ingreso extraordinario para quienes estaban prestando el servicio con 
anterioridad. (Ávila,2002)  
 
     El sistema de mérito, es un mecanismo que tiene el funcionario público para 
poder ascender en el transcurso de la carrera administrativa se divide en dos fases, 
una se identifica en las principales singularidades del sistema de mérito en el 
empleo público y la otra podríamos decir que se trata de la igualdad, en el acceso a 
las funciones y cargos públicos, destacando que esto se trata de un derecho 
fundamental  ya que es de carácter reaccionar y de configuración legal, es deber de 
los poderes públicos actuar de un determinado modo y así hacer omisión a todo 
trato discriminatorio, (Ferez ,1994) dentro de este sistema trascienden los ámbitos 
estrictamente laborales, administrativos, que se encaminan al aseguramiento y 
efectividad de un número apreciable de derechos fundamentales y de principios 
constitucionales que fundamentan la función administrativa del Estado (Mesa, 





      En Colombia el establecimiento de una estructura de cargos públicos tuvo que 
evidenciar el establecimiento de acontecimientos que dieron como resultado la ley 
909 de 2004 donde se busca una profesionalización del empleo público y una fluidez 
en cuanto a la provisión de cargos se refiere, establecimiento de competencias 
laborales, se incluye empleos con jornadas laborales distintas a la de tiempo 
completo, de tal manera que se puedan configurar empleos de medio tiempo o de 
tiempo  parcial, una  ley que se encuentra estructurada en tres grandes pilares que 
comprende la carrera administrativa , el empleo público y la gerencia pública , donde 
se intentaba  tener al servicio del Estado, no solo gente capacitada, sino motivada 
y comprometida con los objetivos institucionales (D. A. F. P. 2006). 
 
     Para el funcionario público existen unos principios generales del derecho del 
trabajo, estos principios los consagra la constitución política de Colombia, a esto le 
reconocemos el desempeño que el funcionario pueda llegar tener pues solo el 
mérito es quien lo seguirá postulando para seguir ascendiendo en la carrera 
administrativa, las entidades estatales tienen la necesidad de seguir en la 
modernización de las plantas de personal. (Castellanos, 2013)   
 
     La transformación de la administración pública no es un fenómeno exclusivo de 
Colombia, este efecto se puede evidenciar en toda la región y se explica más como 
consecuencia de otras reformas políticas o fiscales que como fruto de un esfuerzo 
autónomo de reforma. (Echebarria,2007). Para el caso colombiano la expedición de 
la Constitución de 1991, significó el inicio de un proceso de modernización de las 








Normatividad existente en torno a la supresión de cargos de carrera 
administrativa 
 
     Para hacer un breve recuento en torno a la normatividad existente respecto a la 
supresión de cargos de carrera administrativa, es necesario reflejar lo establecido 
en el Artículo 125 de la Carta Política: 
 
“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 
exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los 
de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. Los funcionarios, 
cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución 
o la ley, serán nombrados por concurso público. El ingreso a los cargos de 
carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades 
de los aspirantes. El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el 
desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las 
demás causales previstas en la Constitución o la ley. En ningún caso la 
filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para 
un empleo de carrera, su ascenso o remoción. Los períodos establecidos en 
la Constitución Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter 
de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales 
cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por cl resto del 
período para el cual este fue elegido.” 
 
     Acorde a la ley 909 de 2004 Por la cual se expiden normas que regulan el empleo 
público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones 
en el Artículo 44 los derechos del empleado de carrera administrativa en torno a la 





“…Los empleados públicos de carrera administrativa, que como 
consecuencia de la liquidación, reestructuración, supresión o fusión de 
entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una 
entidad a otra, o por modificación de planta de personal, se les supriman los 
cargos de los cuales sean titulares, tendrán derecho preferencial a ser 
incorporados en empleo igual o equivalente de la nueva planta de personal, 
y de no ser posible podrán optar por ser reincorporados a empleos iguales o 
equivalentes o a recibir indemnización. El Gobierno Nacional reglamentará el 
proceso de reincorporación y el reconocimiento de la indemnización” 
 
Parágrafo 1º. Para los efectos de reconocimiento y pago de las 
indemnizaciones de que trata el presente artículo, el tiempo de servicios 
continuos se contabilizará a partir de la fecha de posesión como empleado 
público en la entidad en la cual se produce la supresión del empleo. 
No obstante, lo anterior, cuando el cargo que se suprime esté siendo 
desempeñado por un empleado que haya optado por la reincorporación y 
haya pasado a este por la supresión del empleo que ejercía en otra entidad 
o por traslado interinstitucional, para el reconocimiento y pago de la 
indemnización se contabilizará además, el tiempo laborado en la anterior 
entidad siempre que no haya sido indemnizado en ella, o ellas. 
Para lo establecido en este parágrafo se tendrán en cuenta los términos y 
condiciones establecidos en el reglamento que para el efecto expida el 
Gobierno Nacional. 
Parágrafo 2º. La tabla de indemnizaciones será la siguiente: 





2. Por un (1) año o más de servicios continuos y menos de cinco (5) cuarenta 
y cinco (45) días de salario por el primer año; y quince (15) días por cada uno 
de los años subsiguientes al primero y proporcionalmente por meses 
cumplidos. 
3. Por cinco (5) años o más de servicios continuos y menos de diez (10) 
cuarenta y cinco (45) días de salario, por el primer año; y veinte (20) días por 
cada uno de los años subsiguientes al primero y proporcionalmente por 
meses cumplidos. 
4. Por diez (10) años o más de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días 
de salario, por el primer año; y cuarenta (40) días por cada uno de los años 
subsiguientes al primero y proporcionalmente por meses cumplidos. 
Parágrafo 3º. En todo caso, no podrá efectuarse supresión de empleos de 
carrera que conlleve el pago de la indemnización sin que previamente exista 
la disponibilidad presupuestal suficiente para cubrir el monto de tales 
indemnizaciones. 
     En la ley 489 de 1998, se establecen unos principios rectores para la función 
Administrativa, basados en principios constitucionales, para la trasparecía de esta 
rama del derecho por lo cual se establece que:  
 
“…se creó para la organización y funcionamiento de las entidades del orden 
nacional, se exponen  principios y reglas generales, es una ley que se creó 
con el objeto  de regular el ejercicio de la función administrativa, 
determinando así la estructura y definiendo los principios y reglas básicas de 
la organización y funcionamiento de la Administración Pública, esta Ley se 
aplica a todos los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del Poder 
Público y de la Administración Pública, también a los servidores públicos que 




ejercicio de funciones administrativas, como también para los  contratista  
cuyo contrato es prestación” de servicios públicos en lo pertinente, a los 
particulares cuando cumplan funciones administrativas. 
 
     En el Decreto 1083 de 2015, se encuentra el reglamento único del sector de la 
función pública, se establecen como también se implementan políticas públicas, del 
sector, siendo este uno de los mecanismos más importantes para la estructuración 
de los instrumentos jurídicos que materializan las decisiones del Estado, podemos 
encontrar que el ordenamiento jurídico es una de las principales áreas para 
asegurar la eficiencia económica tanto social del sistema legal colombiano, 
constituyendo una política pública gubernamental siento este: 
 
“El Departamento Administrativo de la Función Pública es la cabeza del Sector 
de la Función Pública encargado de formular las políticas generales de 
administración Pública, en especial en materias relacionadas con Empleo 
Público, Organización Administrativa, Control Interno y Racionalización de 
Trámites de la Rama Ejecutiva del Poder Público” 
 
     En la sentencia 204 del 2011 se establece que para que no exista vulneración 
de derechos laborales, y una violación al debido proceso administrativo se debe 
notificar mediante una resolución, debidamente sustentada, si su intención es 
modificar la situación laboral, evitando así la supresión del empleo o vulneración de 
derechos laborales. Adicionalmente se puede establecer que se ha previsto ciertas 
medidas que buscan garantizar la estabilidad laboral de las personas que se 
encuentran inscritas en la carrera administrativa como la incorporación, 
reincorporación  y la indemnización, cuando se suprime un cargo de un trabajador 





     Acorde a Bermúdez, (2009). Existen otras normas que regulan el empleo público, 
la carrera administrativa y gerencia pública tal es el caso del  Decreto número 3232 
de 2004 Por el cual se reglamentan el artículo 8° y el parágrafo transitorio del artículo 
9° de la Ley 909 de 2004, Decreto número 3543 de 2003   por el cual se fija el valor 
del punto para el personal Técnico-Científico del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi y se dictan otras disposiciones en materia salarial, Decreto número 1227de 
2005 por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 909 de 2004 y el Decreto-ley 
1567 de 1998, Decreto número 1228 de 2005 por el cual se reglamenta el artículo 
16 de la Ley 909 de 2004 sobre las Comisiones de Personal. 
 
Derechos que pueden ser vulnerados ante la supresión de cargos de carrera 
administrativa 
 
    Para desarrollar los derechos que pueden ser vulnerados como consecuencia de 
una supresión de cargos debe hacerse precisión en derechos susceptibles, que 
deben puntualizarse, en este sentido el análisis inicia con el análisis del debido 
proceso el cual consagra el Artículo 29 de la Constitución: 
“…se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 
le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio.  
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 




presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 
impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho.” 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso” 
 
El debido proceso puede ser definido acorde a la sentencia T-574 de 2007: 
 
“…el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la 
administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos 
por parte de la autoridad administrativa que guardan relación directa o 
indirecta entre sí, y cuyo fin está previamente determinado de manera 
constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es procurar el 
ordenado funcionamiento de la administración, la validez de sus actuaciones, 
y salvaguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los 
administrados.”  
 
     En este caso se debe hacer énfasis al establecimiento de la importancia del 
derecho al debido proceso en materia administrativa acorde a lo establecido en 
(Corte Constitucional, C-034, 2014): 
 
“...Las garantías mínimas previas se relacionan con aquellas garantías 
mínimas que necesariamente deben cobijar la expedición y ejecución de 
cualquier acto o procedimiento administrativo, tales como el acceso libre y en 
condiciones de igualdad a la justicia, el juez natural, el derecho de defensa, 
la razonabilidad de los plazos y la imparcialidad, autonomía e independencia 




refieren a la posibilidad de cuestionar la validez jurídica de una decisión 
administrativa, mediante los recursos de la vía gubernativa y la jurisdicción 
contenciosa administrativa” 
 
     Se habla de unos principios que, desde la constitución de 1978, en relación con 
el empleo público se destacan y se aplican a la carrera administrativa, nuevamente 
se menciona el mérito como capacidades determinantes para el ingreso a la función 
pública, por otro lado, se menciona los derechos a la sindicación y a la huelga, la 
imparcialidad en el ejercicio de la función pública, (Palomar,1996). 
 
     Desde haces muchos años la carrera administrativa mediante concurso de 
mérito es uno de los mecanismos por los que muchos de los profesionales 
colombianos, aceden para así tener una mejor calidad de vida, y crecer 
profesionalmente, una de las entidades que promueve este sistema es la Comisión 
Nacional del Servicio Civil que es el órgano de garantía y protección del sistema de 
mérito en el empleo público que a su vez están consagrados en el artículo 209 de 
la Constitución Política de Colombia, que establece el desarrollo de los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización la delegación y la concentración de funciones, es 
cuando resaltamos la importancia del debido proceso al momento de notificar a un 
funcionario público de las debidas modificaciones que se le realizaran a su situación 
laboral, existen antecedentes en la historia de Colombia, donde la supresión del 
empleo público vulnera derechos laborales, al debido proceso, y al derecho al 
trabajo, de igual forma como consecuencias de los procesos de reestructuración de 
las entidades estas tienen la obligación de incorporar a su personal a un empleo 
igual o equivalente al suprimido, en la nueva planta de personar ya establecida.   
 
     Se debe tener presente que la modificación de las plantas de personal de las 




motivarse, fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de 
la administración y basarse en justificaciones o estudios técnicos que así lo 
demuestren. 
 
     Del mismo modo la reforma de la Planta de Personal que se efectué en cualquier 
entidad Estatal que conllevé a la llamada supresión de cargos, debe fundarse en un 
estudio técnico, donde aparezcan debidamente justificadas las decisiones que se 
deban tomar, es este estudio el elemento más importante en cuanto debe ser muy 
completo para describir de forma veraz las necesidades de la administración. 
 
     Para destacar la vulneración de derechos en un caso específico se puede 
identificar la protección de una empleada de carrera en estado de embarazo frente 
a la supresión del cargo del cual es titular, en este caso la Ley 909 de 2004, en su 
artículo 51 numeral 4 establece los siguientes derechos de la empleada de carrera 
en caso de supresión del empleo del cual es titular, cuando no sea posible su 
incorporación en otro igual o equivalente:  
 
• Pagarle, a título de indemnización por maternidad, el valor de la 
remuneración que dejare de percibir entre la fecha de la supresión efectiva 
del cargo y la fecha probable del parto.  
• Pago mensual a la correspondiente entidad promotora de salud de la parte 
de la cotización al Sistema General de Seguridad Social en Salud que 
corresponde a la entidad pública, durante toda la etapa de gestación y los 
tres meses posteriores al parto. 
 • Reconocimiento de las doce semanas de descanso remunerado a que se 
tiene derecho como licencia de maternidad. 
 
     Mediante el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo se establece 




particulares, que las mismas deben hacerse de manera personal, nos señala que 
todas las decisiones que pongan fin a una actuación administrativa se tendrán que 
notificar personalmente al interesado o a su apoderado, si todo el proceso inicio con 
una petición verbal esta misma podrá concluir de la misma manera en la que se 
inició. 
 
     Otra forma de notificación es la del correo certificado, o una citación a la dirección 
del accionante que haya anotado por primera vez en todo el proceso, con ello la 
constancia del envió se anexara al expediente, él envió tiene un término de cinco 
(05) días siguientes a la expedición del acto. Se tiene que tener en cuenta que todos 
los actos de inscripción realizados por las entidades que están a cargo del tema, de 
llevar los registros públicos se tendrán por entendido que han sido notificados el día 
en que se efectué la correspondiente anotación, adicionalmente se destaca que 
para los casos en que se realiza la notificación personal se entregara a la notificada 
copia íntegra y autentica de la decisión.  (Corte constitucional, T-204,2011) 
 
     Finalmente es preciso reiterar la importancia del estudio técnico frente a la 
supresión de cargos de carrera administrativa, en cuanto las disposiciones legales 
lo consagran como exigencia previa, a su vez representa el sustento de la reforma 
a las plantas de personal. Se trata entonces de una formalidad, que compromete la 
legalidad del proceso de reestructuración administrativa, pues su inobservancia 
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formación continua para garantizar una calidad y actualización a todos los 
empleados públicos de la administración todo bajo unas óptimas condiciones de 
respeto, trabajo digno, justo, igualdad, invocando así el derecho a la estabilidad 
laboral, velando por el óptimo funcionamiento del servicio público.  
  
     Dentro del desarrollo de la administración se pueden presentar situaciones que 
ocasionan supresión de cargos como consecuencia de la liquidación, 
reestructuración, supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o 
del traslado de funciones de una entidad a otra, o por modificación de planta de 
personal, las cuales se encuentran reglamentadas y en las cuales deberá 
garantizarse el derecho al debido proceso haciendo referencia a  aquellas garantías 
mínimas que necesariamente deben cobijar la expedición y ejecución de cualquier 
acto o procedimiento administrativo. 
 
     Previo a la supresión de empleos de carrera, en los casos que conlleve el pago 
de la indemnización deberá garantizarse la disponibilidad presupuestal suficiente 
para cubrir el monto de tales indemnizaciones. , de igual forma deberá realizarse  
un estudio técnico, el cual representa el sustento de la reforma a las plantas de 
personal y en caso contrario su inobservancia genera, como consecuencia, la 
nulidad de los actos que le siguen, es por este motivo que un estudio técnico que 
no soporte de forma adecuada alguna de las situaciones descritas anteriormente 
puede ocasionar la vulneración de derechos El Gobierno Nacional reglamentará el 
proceso de reincorporación y el reconocimiento de la indemnización , teniendo en 
cuenta que una vez efectuada la supresión, los empleados de carrera tendrán 
derecho preferencial a ser incorporados en empleo igual o equivalente de la nueva 
planta de personal, y de no ser posible podrán optar por ser reincorporados a 
empleos iguales o equivalentes o a recibir indemnización.  
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